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DISCURSO DEL SENADOR VITALICIO
RAFAEL CALDERA, PRONUNCIADO EN LA
CAMARA DEL SENADO EL DIA 26 DE DICIEMBRE DE 1977.

TRASCENDENCIA DE LA MATERIA

Ciudadano Presidente, ciudadanos Senadores: el Proyecto 
de Ley Orgánica de Régimen Municipal, es, a mi modo de ver, 
uno de los más importantes sometidos a conocimiento del Con­
greso de la República. La trascendencia de esta materia me ha 
animado a participar en este debate; además, me siento obligado 
a ello, desde luego que hice referencia muy enfática sobre el 
particular en el discurso que pronuncié al incorporarme al Senado 
y en el que formulé en la ocasión en que conmemorábamos los 
quince años de la vigencia de la Carta Fundamental.

La Constitución, en su artículo 25, dice que "los municipios 
constituyen la unidad política, primaria y autónoma, dentro de la 
organización nacional". Es una definición llena de contenido, por­
que al mismo tiempo que se le da el calificativo de primaria a la 
asociación que constituye el municipio, se le dio también el cali­
ficativo de política, con lo que se resolvió de manera tajante la 
vieja cuestión de si el municipio solamente tenía fines en lo admi­
nistrativo y económico.

UN ESPEJISMO EN LA HISTORIA DE VENEZUELA

El municipio ha sido, a mi modo de ver, casi como un espe­
jismo en la historia política de Venezuela. Después de la Inde­
pendencia, los mejores cerebros, las mejores voluntades han 
puesto en el fortalecimiento del municipio, en el reconocimiento 
de sus atribuciones y de su papel en la vida de la República, un 
objetivo fundamental. Pero digo que ha sido hasta cierto punto 
un espejismo, porque la historia municipal a partir de la Inde­
pendencia no ha sido propiamente feliz. Estamos todos cons­
cientes de que el municipio jugó un papel fundamental en el 
proceso que condujo a la instalación de la República, a la asun­
ción de la soberanía, a la realización de la Independencia; pero 
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los males políticos que por más de un siglo dañaron la existencia 
venezolana, repercutieron de una manera directa en daño de la 
organización municipal.

Nuestros historiadores han destacado el papel que jugó el 
municipio durante la Colonia, y nos repiten una historia relativa­
mente sencilla. ¿Cuándo surgió el municipio? Cuando en Roma 
la ciudad dejó de ser necesariamente Estado; aparecieron nume­
rosas agrupaciones de vecinos en ciudades que gozaban de auto­
nomía, pero que estaban sujetas a las leyes de Roma. "Ciudad 
principal y libre que se gobierna por sus propias leyes”, dicen los 
diccionarios cuando quieren definir el municipio. Se hicieron des­
pués muchas disquisiciones sobre la forma, medida y caracterís­
tica, en que la organización del municipio pasó a la España visi­
gótica, y cómo surgió, a través de los fueros, durante la larga 
guerra de la Reconquista.

Consumada la unidad nacional en España, asentada la Penín­
sula bajo una sola dominación política, el movimiento contra la 
autonomía municipal se inició de lleno en los propios tiempos del 
emperador Carlos V y se acentuó más tarde a través de la dinastía 
borbónica. Es decir, que si la sublevación municipal liquidada en 
Villalar por el Emperador puso fin a la arrogancia que caracteri­
zaba la vida municipal en España, a partir de Felipe V la centrali­
zación se hizo más acentuada y la vida municipal disminuyó, y 
de ahí viene lo que dicen los historiadores de que el municipio 
reaparecía en América cuando estaba recibiendo golpes muy 
duros en España; y a esto tenía que ayudar el mismo proceso de 
la formación de nuestras sociedades, la vastedad del territorio, 
el aislamiento de los grupos de vecinos unos en relación a otros 
y la lejanía del poder central, pues estaba de por medio el 
océano.

Yo quisiera solicitar la anuencia de la Presidencia para leer 
algunas citas de algunos documentos o de algunas consideracio­
nes históricas a lo largo de mi intervención.

Para no abundar en las citas voy a limitarme a dos autorida­
des sobre el municipio en la Colonia: una, la de don Andrés 
Bello haciendo el análisis de la sociedad colonial y, otra, la de 
Mario Briceño Iragorry en sus “Tapices de Historia Patria". 
Andrés Bello dice: "Curioso sería seguir paso a paso a la luz de 
los documentos históricos la vida del espíritu municipal en las 
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colonias españolas, a donde lo llevaron los conquistadores cuan­
do conservaban en el suelo natal mucha parte de la antigua ener­
gía. En el siglo de la conquista, las municipalidades americanas 
desplegaban todavía no poca actividad y celo en la defensa de los 
derechos del pueblo; y si en ocasiones ordinarias se plegaban 
con docilidad a las órdenes e insinuaciones de la Corte, osaban 
a veces alzar el grito y aún apelar a las armas contra las demasías. 
De los ayuntamientos que capitanearon a los pueblos de la Pe­
nínsula en la guerra de las comunidades eran hijos los que pre­
sidieron a la infancia de las colonias, donde, por la distancia de la 
metrópoli, ejercieron de hecho gran parte del poder soberano, 
hasta poniendo y quitando jefes, dando reglamentos que eran 
acatados como leyes, influyendo en la paz y en la guerra y lu­
chando a veces denodadamente contra los virreyes, capitanes 
generales y Audiencias. A pesar de la prepotencia de la Corona, 
que lo absorbió todo, no se extinguió enteramente en el seno de 
las municipalidades aquel aliento popular y patriótico: tradición 
preciosa que sobrevivió a la pérdida de sus más importantes 
funciones".

Y Mario Briceño Iragorry dice: "El Cabildo fue la primera 
expresión de la voluntad autonómica del conquistador; y aunque 
tomara de manos del representante regio su impulso inicial, una 
vez constituido se arrogó prerrogativas ya abolidas en la Penín­
sula, ante las cuales cedía el mismo gobernador y tomaban espe­
cial fisonomía las Leyes de Indias. Algunos historiadores —agre­
ga Briceño Iragorry— han negado la importancia que tuvieron 
los ayuntamientos durante la primera época de la colonia. Nos­
otros, a pesar del respeto que nos merece algún autor de los que 
así escriben, pensamos de muy opuesto modo, pues sin llegar 
a los últimos años del régimen colonial y deteniéndonos apenas 
en sus primeras épocas, advertimos la arrogancia con que los 
cabildantes se aprestaron al ejercicio de derechos que no les 
pertenecían por expresa concesión de la Ley y que eran producto 
de una autofabricación... Sin detenernos en la evolución del 
Municipio colonial —concluye— no llegaremos nunca a com­
prender la génesis del movimiento independiente".

Es abundante la literatura en Venezuela y en toda la América 
de origen hispano acerca del papel e importancia de los muni­
cipios. El doctor Joaquín Gabaldón Márquez, por ejemplo, pre­
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sentó al Instituto Panamericano de Geografía e Historia un en­
sayo recogido en libro, que se llama: “El municipio, raíz de la 
República”.

LAS DICTADURAS Y EL MUNICIPIO

Ahora, ¿qué ocurre? He escogido algunas fechas que me 
parecen cruciales en el acontecer político de Venezuela, para 
ver qué testimonio existe sobre la vida municipal en aquellas 
circunstancias; y realmente, la conclusión es preocupante: En 
1858, a raíz de la caída de Monagas; en 1891, poco tiempo des­
pués de la caída de Guzmán Blanco; en 1936, a raíz de la muerte 
de Gómez, encontramos testimonios —como dije antes— que 
preocupan, que mortifican en relación a la vida municipal.

Releyendo discursos de don Fermín Toro en la Convención 
de Valencia, son muchas las cavilaciones que suscita el pesi­
mismo que aquel ilustre repúblico expresa en relación a la cues­
tión municipal. En muchas de sus frases y de sus expresiones 
llega a encontrarse hasta una cierta confusión entre el concepto 
de municipio y la organización regional del poder, es decir, que 
la vida local no aparece suficientemente clara en su delimitación 
entre la provincia, el departamento, el cantón, el municipio pro­
piamente dicho, pero estas frases de don Fermín Toro no dejan 
de constituir un grave testimonio de angustia: “Podrá ser erró­
neo, dice, pero debe ser estimado y es que el poder municipal 
sin participación del poder político tiende a desaparecer; no es 
poder ni es nada. Esto lo enseña la historia desde el tiempo de 
los romanos, y se confirma con la historia del poder municipal en 
Inglaterra. ¿A qué queda reducido el poder puramente municipal? 
A la administración de pequeñísimos intereses puramente locales 
y a pocas cosas más sin ninguna importancia". Más adelante 
dice: “Llámese como se llamare, si es cierto que se quiere el 
ensanche del poder local, tanto administrativo como político, es 
preciso que esas secciones contengan elementos para que no 
puedan ser subyugadas por un pequeño círculo dominante y para 
que no sean gravosísimas a los pueblos. Es indispensable que 
haya hombres, riqueza e ilustración en cada una de esas seccio­
nes: así es que la Comisión expresa aquí el pensamiento y no 
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hay necesidad de volver a ellas las bases”. Y más adelante dice: 
“Así que yo la vea establecida, cuando vea las bases constitu­
cionales fundadas sobre estas otras: instrucción popular extensa, 
moralidad en las costumbres, amor al trabajo y hábitos de eco­
nomía, yo diré entonces que Venezuela es poderosa y feliz con 
cualquiera Constitución".

En el libro "El Presidente", de Seijas, cuando se habla de 
las municipalidades, se comenta cómo el sistema dictatorial ha 
hecho prácticamente desaparecer la realidad del municipio. “La 
dictadura —expresa— que, como ya se ha dicho, llevó su influen­
cia y doctrinas a todos los cuerpos del Estado, invadió y usurpó 
los fueros, prerrogativas y funciones de las municipalidades. 
Creadas éstas para reglamentar, vigilar y administrar todos esos 
pequeños ramos que más acercan a los ciudadanos entre sí y al 
Gobierno, gozan en todas partes de la independencia que tan 
imperativamente necesitan para llenar sus múltiples e indefe- 
ribles obligaciones, y que son, por su condición especial, ajenas 
a la ingerencia de las autoridades políticas, que no deben obstruir 
sus movimientos, sino más bien facilitarlos de todos modos. 
Esas funciones se extienden particularmente a la organización 
y régimen de la policía urbana y rural, a la salubridad pública, a 
los mercados y géneros de venta diaria, a la inspección de cár­
celes, almacenes, teatros, mercados, registros, hospitales, casas 
de beneficencia, construcciones de edificios, cementerios, ma­
tanzas, patentes, en fin, todas las cosas que tienen que hacer 
con la administración de los intereses generales y particulares 
de la ciudad, siendo ésta la causa de necesitar gran suma de 
libertad para no descuidar deberes tan urgentes que nunca con­
viene abandonar ni un momento. Tienen también los municipios 
renta propia para atender a sus gastos, ejidos para atender la 
ciudad o para formar jardines y parques que contribuyan a puri­
ficar la atmósfera y a desinfectarla de nocivas miasmas. Por 
último, basta repetir que ya no hay municipios en la República, 
porque en todo se propuso la dictadura crear el nihilismo admi­
nistrativo: creyendo que así nada se movería sin su voluntad y 
sin pensar que, al soltar las riendas, cada cosa buscaría volver 
a la fuente, como sucede con las aguas de los ríos contenidas 
en diques, que cuando se rompen, las dejan correr a su antiguo 
lecho. Esto es lo que sucede en la actualidad, y de aquí la lucha 
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de tantos elementos reprimidos y ya libres, que buscan camino 
de la casa paterna, de donde se le sacó por fuerza y a donde 
retornan, por diferentes veredas, en paz y gloria de Dios. Tal es 
la evolución que se consuma hoy en la República, tranquila y 
pacífica, sin nexos con lo que los impacientes e ilusos confunden 
con los síntomas de la revolución. Con calma y tiempo todo 
volverá a su natural estado, teniendo el Presidente la obligación 
de ayudar en este sentido con el buen ejemplo, de suerte que la 
administración general se reorganice sin vacilaciones y sin tro­
piezos, porque de lo contrario, perturbado ese movimiento podría 
tornarse la evolución en revolución".

Y luego, a la muerte de Gómez, el Programa de Febrero, el 
primer programa político que, con el nombre de "Programa de 
Gobierno expuesto a la Nación", presentó el Presidente López 
Contreras al país el 22 de febrero de 1936, dice: “Es sólo cuando 
los ciudadanos disfruten de sus libertades en ambiente de mutua 
consideración y respeto a la Ley, y respaldados por la acción 
protectora del Gobierno, como podrán realizarse últimamente las 
reformas necesarias para extirpar gradualmente los vicios del 
pasado. Una de estas reformas, que considero de las más esen­
ciales, es la relativa a los Municipios, que casi habían dejado 
de existir bajo la influencia nefasta de intromisiones extrañas. 
Esta cuestión vital debe estudiarse sin tardarza a fin de devol­
verles a los Concejos Municipales su autonomía. La regenera­
ción de esa célula del organismo nacional que tantas raigambres 
seculares tiene en nuestra historia sería el punto de partida de 
saneamiento del Estado Federativo venezolano". En ese momento 
todos los partidos y grupos políticos que comenzaban insertaron 
en sus programas como un objetivo fundamental la autonomía 
del municipio y hasta aparece repetido en algunos de ellos el 
tema de que los jefes civiles sean sustituidos por alcaldes, es 
decir, por funcionarios de elección popular o de origen muni­
cipal.

En los nueve años transcurridos del 36 al 45, comienza a 
gestarse una cierta vida municipal y la Constitución da a los 
Concejos Municipales la atribución de elegir a los diputados al 
Congreso de la República, situación que se mantiene hasta las 
elecciones de 1946. Se disputa acremente, sobre todo en la juris­
dicción del Distrito Federal, entre las atribuciones del Concejo 
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y las del Gobernador. Sabemos que la situación metropolitana 
es muy especial, que la circunstancia de existir un Distrito 
Federal como sede de los poderes públicos plantea una serie 
de cuestiones adicionales, pero el concepto de municipalidad, 
la distribución de las atribuciones entre el Gobernador y el Con­
cejo dan lugar a numerosas polémicas y a decisiones de la Corte 
Suprema de Justicia, que entonces se llamaba Corte Federal y 
de Casación. Pero no podemos decir que en esos nueve años el 
municipio como institución haya cobrado su definitiva fisonomía.

El 18 de octubre de 1945 quedan cesantes todos los Conce­
jos Municipales y son sustituidos por Juntas Municipales de 
designación ejecutiva, hasta la celebración de elecciones muni­
cipales que, conforme a la Constitución de 5 de julio de 1947, 
se realizan en el mes de mayo de 1948, es decir, pocos meses 
antes del derrocamiento del Gobierno del Presidente Gallegos. 
Y por cierto, un hecho que no sé si se debería silenciar, pero 
que el análisis serio de la cuestión indica mencionar, porque la 
experiencia a veces es aleccionadora, es el de que el porcentaje 
de abstención en las elecciones municipales d 1948 fue muy alto, 
mucho más alto que en las elecciones anteriores, es decir, la que 
se hizo para la Asamblea Constituyente en diciembre de 1946 y 
la que se hizo para Presidente de la República y Cámaras Legis­
lativas y Asambleas de los Estados en diciembre de 1947 para el 
período que se iniciaba en 1948.

HAY QUE CREAR NUEVAS ESTRUCTURAS

Me dirán ustedes: ¿a dónde lleva este rápido recorrido por 
la historia del municipio en Venezuela? Me lleva a plantear un 
hecho que en mi concepto debe ser suficientemente meditado 
por la rama legislativa del poder público al dictar norma orgánica 
sobre esta materia y que debe ser suficientemente apreciado 
por la opinión pública en Venezuela: el Municipio tiene en Ve­
nezuela una vieja historia, una vieja, noble e ilustre historia, 
cuyo punto culminante está en el 19 de abril de 1810, en que el 
Cabildo de Caracas asume la responsabilidad de iniciar en firme 
el movimiento de independencia, pero después ha llegado casi 
a la desaparición en la vida de la República.
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El Municipio, en mi concepto, es una sociedad natural, no 
es creación del legislador, es reconocimiento de un fenómeno 
que existe y que tiene su base en el hecho de la vecindad; es 
"una sociedad natural definida o determinada naturalmente por 
las necesidades de la vecindad", como dice el viejo tratadista 
español Adolfo Posada. Este concepto lo acoge la Constitución 
vigente, no acoge la tesis kelseniana de que el Municipio es una 
simple delegación de competencia. Pero —y aquí viene el hecho 
que a mi entender debe ser suficientemente reconocido, apre­
ciado y valorado— no estamos restaurando, restableciendo o re­
formando las estructuras municipales: prácticamente estamos 
en el momento y en la obligación de crear la estructura muni­
cipal, de crear una organización adecuada, para que sirva de 
expresión y dirija la vida de esa sociedad natural que es el 
Municipio. Es un hecho muy delicado.

Quisiera llamar la atención sobre la oportunidad histórica 
de las distintas citas que formulé hace algunos minutos. Por una 
parte, 1858, la caída de los Monagas; después, 1890 a 91, la ter­
minación de la hegemonía política del Presidente Guzmán Blanco. 
Luego, 1936, la terminación, por muerte natural, de la dictadura 
del General Juan Vicente Gómez. A la caída de Monagas, a la 
caída de Guzmán, a la muerte de Gómez, cerrándose largos y 
dolorosos capítulos de la historia política de Venezuela, surge 
la idea de que hay que organizar el Municipio y es tajante el 
reconocimiento por parte de autoridades muy respetables de 
que el Municipio casi ha dejado de existir.

De manera que el constituyente de 1958 se planteó, como 
una de las bases de una democracia que sea capaz de garantizar 
a plenitud el ejercicio de las libertades en los distintos niveles 
de la actuación ciudadana, la difícil tarea de crear, de organizar, 
de construir, las estructuras adecuadas y eficaces para que 
exista de verdad en forma sana la vida municipal.

MODIFICACIONES IMPUESTAS POR EL CAMBIO SOCIAL

Pero esto ocurre, precisamente, cuando el cambio social ha 
impuesto modificaciones sustanciales en el panorama; la vecin­
dad ya no es aquel fenómeno determinado y característico de 
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los tranquilos y atrasados días coloniales, en la que un grupo 
de unos escasos centenares o de unos escasos millares de per­
sonas aisladas en un territorio, sin vías de comunicación, tenían 
que afrontar la relación íntima y personal que los vinculaba de 
casa en casa para resolver todas las cuestiones impuestas por 
la convivencia: desde la seguridad en el sentido de policía inter­
na, hasta la seguridad en el sentido de defensa de su propio 
territorio y de su propia jurisdicción, ornato, calles, salud, edu­
cación, todo el conjunto de aspectos que implican la vida de una 
comunidad. Ahora vamos a legislar sobre el Municipio cuando 
ha surgido el fenómeno del urbanismo en gran escala en sentido 
numérico, cuando ha aparecido la megalópolis como un fenó­
meno que en sí mismo compacta en un estrecho territorio a cen­
tenares de miles o de millones de personas, pero no llega a 
crear entre ellas un verdadero vínculo de vecindad. Cuando los 
sociólogos empiezan a observar que a la corriente centrípeta que 
tiende a aglomerar la gente en un estrecho territorio, va suce­
diendo la corriente centrífuga que empuja a la gente a vivir a 
distancia para tratar de recuperar en vecindarios que reciben 
denominaciones diversas (urbanizaciones, barrios, unidades ve­
cinales), ese sentido de vida en familia y de relación interfami­
liar que caracteriza el núcleo vecinal; para recuperar la posibi­
lidad de una vida a escala más humana, donde se pueda sentir 
como propio lo que afecta realmente a la comunidad. La tecno­
logía lo permite, porque los transportes se aceleran y hay gran 
cantidad de personas que trabajan en las grandes metrópolis y 
que recuperan el sentido de la vida humana en sus pequeñas 
comunidades, situadas a veces a cien kilómetros, doscientos 
kilómetros y más de aquéllos, distancias que hay que recorrer 
diariamente pero con un esfuerzo que resulta compensado por la 
posibilidad de vivir a escala humana, de volver a vivir como se 
vivía en los antiguos organismos vecinales.

¿Cuánto se ha dicho sobre la ciudad de Nueva York? Una 
ciudad que tiene más italianos que Roma, más irlandeses que 
Dublin, más portorriqueños que San Juan, más hebreos que Jeru- 
salén, una ciudad dentro de la cual se hace más verdad aquella 
célebre expresión de un libro muy divulgado de un sociólogo 
norteamericano que habla "de la muchedumbre solitaria", que 
representa la soledad y el aislamiento, donde muchas veces el 
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habitante de un departamento no sabe ni siquiera el nombre de 
la familia que ocupa el departamento de al lado.

Este fenómeno no es en modo alguno ajeno al problema que 
tiene el Senado por delante esta tarde, al problema de dictar una 
buena Ley de Régimen Municipal, porque el fenómeno de la vecin­
dad, que es característico, elemento esencial en la definición del 
Municipio como sociedad natural, resulta seriamente afectado 
por las condiciones de vida moderna. En días pasados se reveló 
una encuesta según la cual la mayoría de los habitantes de Cara­
cas desearían vivir en otra parte; esto provoca reflexiones muy 
hondas. No creo que Caracas sea la única ciudad donde es difícil 
vivir y sea tampoco la ciudad donde la vida sea más difícil y 
sin embargo creo que en muchas ciudades de vida incómoda 
y dura existe una adhesión permanente y sentimental de la gran 
mayoría de sus habitantes a la ciudad en sí. ¿A qué se debe esta 
circunstancia? Tal vez en gran parte a otro hecho característico 
del momento en que vivimos, que es la movilidad horizontal. Son 
muchos los habitantes de Venezuela que cambian de sitio, de 
residencia con facilidad; son muchos, como en todas partes, 
especialmente en la periferia de la ciudad, los habitantes que 
están llegando a buscar acomodo pero que no se sienten todavía 
vecinos integrantes de la misma ciudad.

En estos días un destacado especialista en materia de Dere­
cho Administrativo me observaba que hasta hace algún tiempo, 
y sobre todo en algunas ciudades, el vecino adquiría hasta una 
vinculación jurídica, anotándose, registrándose en el centro de 
dirección o de administración de la misma ciudad; era un poco 
la situación reflejada por aquella vieja costumbre provinciana 
que muchos de nosotros podremos recordar, de que cuando 
alguien se mudaba de sitio enviaba a todas las casas del vecin­
dario a ofrecerse, a decirles que allí estaba, a ponerse a la 
orden y se intercambiaban visitas para establecer la nueva situa­
ción vecinal. Indudablemente que ese fenómeno ya no existe. 
Recordando la vieja ¡dea de aquel sociólogo francés de tanta 
influencia, Emilio Durkheim, quien distinguía entre la "solida­
ridad mecánica" y la "solidaridad orgánica”, pareciera que la 
solidaridad de la gran urbe, especialmente de la megalópolis, 
es una especie de solidaridad mecánica, impuesta por la fuerza, 
por la presión de la coexistencia, mientras que en la unidad 
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vecinal de menor proporción, quizás en la misma periferia de la 
ciudad, existe el fenómeno de la solidaridad orgánica, por lo que 
es posible realizar programas sociales, de cultura, de recreación, 
de deportes en un pequeño barrio, lo que resulta absolutamente 
imposible en los grandes centros ultrapoblados de la ciudad.

EL ESTADO CENTRALIZADOR

Por otra parte, para completar el análisis del panorama en 
el que esta creación o re-creación, nueva creación de la estruc­
tura municipal debe emprender el legislador venezolano, debe­
mos recordar que el Estado se ha transformado de una manera 
sustancial. Ya no tiene como únicas o, por lo menos, como casi 
exclusivas funciones la de mantener el orden público, la de defen­
der la soberanía y la de llevar las relaciones internacionales. 
El Estado asume cada vez más otras funciones, que tradicional­
mente eran municipales: el Estado centralizados que según la 
expresión del profesor Royo Villanova, ha llevado demasiado 
lejos su preocupación unitaria. No es lo mismo legislar para el 
Municipio, cuando el Estado no tiene que ver con el agua o con 
las cloacas, o con las calles, o con el tránsito, o con cada una 
de las tradicionales competencias, que cuando el Estado lo 
asume y es responsable de esta misma función; y no resisto la 
tentación de citarme a mí mismo para leer un párrafo del dis­
curso que pronuncié al incorporarme al Senado, porque era un 
testimonio de un hombre que acababa de dejar el gobierno, y 
una defensa de la que por cierto —y no es mi intención, pero 
lo reconozco que es así— puede beneficiarse el gobierno actual, 
en cuya oposición milito.

Dije: "Pero debo decir también que una de las ramas en las 
cuales la democracia venezolana ha tropezado más duramente 
contra la realidad ha sido la rama municipal. Y lo digo con la 
experiencia que cuando un Concejo Municipal no puede remendar 
una calle, el pueblo dice que "el gobierno" tiene las calles aban­
donadas; de que cuando un Concejo Municipal no organiza el 
servicio de aseo urbano, el pueblo dice que "el gobierno” tiene 
las calles sucias; que cuando una entidad municipal no cumple 
sus obligaciones principales, el pueblo todavía no está suficien- 
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tercíente maduro para distinguir entre el Municipio, el Estado y 
la República, distinción que se hace más difícil por nuestro 
sistema electoral, ya que una sola elección, donde casi no se 
debate sino la candidatura presidencial, elige junto con el Presi­
dente a los Senadores, los Diputados, los Diputados a las Asam­
bleas Legislativas y los Concejales de los distintos Municipios”.

Existe esa confusión de atribuciones, de funciones, y yo 
podría añadir esta experiencia: al llegar al gobierno, uno de los 
problemas graves que encontré fue el de que el Concejo Muni­
cipal del Distrito Bolívar del Estado Zulia —digo esto para seña­
lar uno de los más importantes del país, pero no fue un caso 
exclusivo— había creado una serie de escuelas y de servicios 
de educación y había manifestado que no estaba en capacidad 
de seguirlos sosteniendo, con lo que el Gobierno Nacional tuvo 
de pronto que hacerse cargo de un gasto imprevisto para asumir 
el cumplimiento de un servicio que había iniciado un importante 
Concejo Municipal. Podría mencionar —así de paso, también 
para que se vea que en la geografía del país esto es abundante— 
que al visitar a Lobatera, en el Estado Táchira, la primera reivin­
dicación que me plantearon fue lo que llamaban la nacionaliza­
ción del Liceo, porque el Concejo había creado un Liceo, que 
había funcionado el primer año y ya no estaba en condiciones 
de seguir soportando los gastos que el Liceo suponía. Y fue un 
planteamiento exactamente igual el que me hicieron en Capatá- 
rida, en el Estado Falcón: la primera consigna, la que estaba 
inscrita en las pancartas, era la "nacionalización del Liceo" que 
funcionaba por iniciativa municipal.

Son ejemplos tomados al azar, para señalar de una manera 
más realista lo delicado de la cuestión que estamos afrontando. 
Y a todo esto hay que agregar, como una circunstancia especí­
fica de la actualidad en la que vamos a legislar sobre el Muni­
cipio, el fenómeno de la burocracia: cada creación de servicios 
supone nueva burocracia. Pienso que la enfermedad no es sola­
mente nuestra. Muchas veces hemos comentado con admiración 
el funcionamiento de la democracia en las Antillas Neerlandesas, 
pero ésta supone también una burocracia complicada a diversos 
niveles. Hay ministros del gobierno en cada isla, hay ministros 
del gobierno antillano, además de que hay funcionarios de la 
Corona de los Países Bajos, que mantienen todavía la responsa- 
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biiidad de la soberanía. De manera que hay el aparato del gobier­
no, del gobernador, que representa a la Reina; el aparato de 
gobierno del Ministro Presidente de las Antillas, que representa 
la comunidad antillana, y el aparato de gobierno de cada una de 
las islas respectivas. Todo esto para una población que en total, 
según entiendo, no alcanza al medio millón de habitantes.

En Venezuela, con la riqueza fiscal, el fenómeno es más acen­
tuado. Todavía en 1936 se proclamaba en la Ley que los cargos 
de concejales eran honoríficos, obligatorios y gratuitos; tenía 
una pequeña asignación el presidente del Concejo para gastos 
de representación y luego se estableció una pequeña dieta para 
los concejales por asistencia a las sesiones; después hubo que 
crear cargos en las Comisiones del Concejo para que cada uno 
de los miembros del cuerpo pudiera dedicarse a tiempo completo 
a las actividades municipales, y hoy resulta difícil concebir un 
organismo municipal en que sus miembros no estén bien remu­
nerados y no estén asistidos por una extensa burocracia.

EL PROBLEMA DE LA CORRUPCION

En realidad, la importancia de la municipalidad surgió cuando 
en las ciudades se comenzó a concentrar mucha gente, cuando 
comenzó a circular mucha riqueza, cuando el valor de la tierra 
fue subiendo, y esto llevó en muchos casos, debemos recono­
cerlo con dolor, a las formas de corrupción que han alargado a 
la opinión pública. ¿Cuáles han sido los principales canales de 
la corrupción administrativa en los Concejos? Por un lado, las 
modificaciones en la zonificación urbana, quizás el porcentaje 
más alto de hechos ¡lícitos radica en ese aspecto; vale mucho 
dinero modificar la densidad atribuida a un pedazo de terreno 
dentro del área urbana. Me atrevo a pensar que los primeros 
casos de corrupción fueron de iniciativa de los interesados más 
que de los propios concejales, que no se imaginaban el instru­
mento que tenían en la mano; aquéllos llegaron a ofrecer, porque 
cada modificación de cada una de estas zonificaciones repre­
senta cantidades tan altas de dinero que un porcentaje relativa­
mente modesto constituye una suma muy alta para el funcionario 
que la permita. Los otros factores, los otros canales de la corrup­
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ción son de menor importancia y en gran parte están relacionados 
con el problema de la discrecionalidad administrativa, de la 
ahora llamada "permisología". A medida que se introduce, por 
necesidades de la vida social, la exigencia de un permiso, de la 
autorización de un funcionario para realizar un acto cualquiera, 
se pone en manos de ese funcionario un arma para extorsionar 
a los particulares; es una forma más expandida, aunque de menor 
volumen, porque es mucho más fácil, mucho más elegante y mu­
cho más productivo acordar a un señor que va a construir un 
edificio para el cual tiene previsto el plan regulador un máximo 
de cinco pisos, dos o tres pisos más; aparentemente no se le 
causa un daño a nadie sino a la comunidad y se obtienen ventajas 
personales mucho mayores de las que podrían obtenerse por los 
otros conductos.

Por eso, por el hecho de la corrupción, la preocupación hacia 
el Municipio hoy es muy grande; pero corremos el peligro —y lo 
corre el legislador especialmente— de elaborar una ley cuya 
única obsesión sea impedir hasta donde sea viable la corrupción 
administrativa en los Concejos, y que esto pueda Influir sobre 
la misma sustancia del órgano municipal; porque, en verdad, 
debemos reconocer que la opinión pública está en este momento 
dispuesta a aceptar cualquier medida draconiana que se adopte, 
así vaya contra la Constitución y las leyes, para poner coto a ese 
fenómeno que se ha expandido en forma tan relevante, que es la 
corrupción en el ámbito municipal. Esta, sin embargo, no puede 
ser la única, ni siquiera la primera preocupación del legislador. 
Comprendo que tiene que ser una preocupación importante, pero 
el legislador tiene la responsabilidad de echar las bases para 
una nueva vida municipal. Y todo esto que he dicho puede servir 
un poco como justificación del Congreso por no haber dictado 
todavía en 17 años la Ley Orgánica de Régimen Municipal; tengo 
la impresión de que el Congreso ha tenido miedo de dictar esa 
Ley; son tantos los problemas que surgen, son tantas las cues­
tiones que se plantean, son tantas las dificultades, que el asunto 
se ha ido quedando sin resolver, hasta un límite que ya no se 
puede sobrepasar; porque creo que hay el acuerdo unánime de 
que la Ley Orgánica del Régimen Municipal tiene que ser dictada 
y promulgada para que entre en vigencia con la iniciación del 
nuevo período constitucional.
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LA DISTRIBUCION DE LAS COMPETENCIAS

Ahora, tenemos que encontrar una fórmula precisa, por una 
parte, para que la Municipalidad atienda las exigencias y nece­
sidades de la comunidad, para que los servicios públicos sean efi­
caces, para que su organización sea justa y eficaz; por la otra, 
para armonizar esos servicios con las responsabilidades de cada 
Estado y del Estado Federal. Los sistemas de liquidación y de 
recaudación de las Rentas Municipales son primitivos, corres­
ponden a la época en que las cantidades manejadas eran realmen­
te miserables; no existe ni ha podido existir una verdadera orga­
nización y se siente en la comunidad algo así como una especie 
de reparto de posiciones en función de intereses de grupos y no 
una organización adecuada en función de los intereses de la co­
munidad, por eso, uno de los problemas que hay que ahondar y 
precisar es éste de la distribución de competencias. Concurren el 
Estado nacional y el Municipio en una serie de campos, concurre 
también el Estado como entidad federada, aunque en proporción 
menor. Revisemos las tradicionales atribuciones del Municipio. 
Tenemos, por ejemplo, agua y cloacas, primera atribución tradi­
cional del Municipio como organización de vecindad: la creación 
del Instituto Nacional de Obras Sanitarias, que fue un hecho 
positivo, yo diría que indispensable para poder afrontar los gran­
des problemas técnicos, organizativos y económicos del sumi­
nistro de agua potable y para el drenaje de grandes comunidades, 
interfirió directamente con el papel del Municipio en esta ma­
teria. Las calles: si es que el Estado nacional y los estados hacen 
avenidas, plazas, abren vías urbanas, en la mayor parte de los 
casos las municipalidades todavía aspiran a que esos entes rea­
licen el mantenimiento de sus obras de vialidad urbana. La orga­
nización de Bomberos: tiene que tomar un carácter nacional. 
La Policía: era teóricamente municipal hasta la Constitución de 
1961, y ¿qué encontramos?, que una Policía pagada en gran parte 
por el Municipio era manejada por el Gobernador y cumplía fun­
ciones fuera del radio del órgano municipal que la creaba: si 
había disturbios en Carora, la policía supuestamente municipal 
de Barquisimeto tenía que ir allá, porque era la que gozaba de 
los implementos, de la organización y del personal necesario 
para restablecer el orden, y lo mismo podría decirse de cada 
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Distrito del interior, de cada estado de Venezuela; por ello le 
pasamos la competencia al estado, pero se dejó una “Policía 
Municipal" que subsiste en la Constitución y en el Proyecto de 
Ley como una especie de entelequia; se supone que una Policía 
de abastos, una Policía de cementerios, que no sé exactamente 
qué organización ni qué carácter va a tomar. La electricidad: se 
hace cada vez más un hecho nacional; después de la creación de 
Edelca (Electricidad del Caroní), de Cadafe (Compañía Anónima 
de Administración y Fomento Eléctrico), la función municipal se 
reduce en proporciones muy grandes. El transporte colectivo: 
cuando se llevó a la realidad la idea del metro, yo puse un gran 
interés en que se hiciera partícipe a las municipalidades del 
Distrito Federal y del Distrito Sucre en su administración y orga­
nización, para lo cual hubo que resolver una serie de problemas 
muy complejos, aun cuando su ejecución evidentemente excede 
a las capacidades técnicas de esos municipios y tiene que estar 
confiada al organismo nacional. La regulación de precios, que 
era una función natural de los Concejos Municipales, está en 
manos fundamentalmente del Ministerio de Fomento. El Turismo: 
se menciona como atribución municipal, pero yo quisiera saber 
en qué medida realmente el Municipio está en capacidad de 
participar en este campo. El Aseo Urbano: hemos visto que para 
afrontar de algún modo el terrible problema del desaseo, de la 
suciedad reinante en la capital de la República, la solución ideada 
fue la de crear un Instituto Autónomo de responsabilidad nacional 
para que se ocupe de esta materia. La circulación y el tránsito 
no están sujetos al control de guardias municipales, sino de vigi­
lantes del Ministerio del Transporte y Comunicaciones, es decir 
de carácter nacional.

El urbanismo queda como una de las atribuciones más impor­
tantes de la Municipalidad, pero en esta materia también la 
Constitución, con mucha razón, estableció atribuciones al Poder 
Nacional para legislar, para coordinar y unificar normas y proce­
dimientos técnicos. Yo he desenterrado en estos días de las 
gavetas de la Cámara de Diputados un Proyecto de Ley Orgánica 
de Ordenación Urbanística que presentó a las cámaras el 19 de 
abril de 1972 el doctor Alfredo Rodríguez Amengual, para enton­
ces ministro de Estado que designé para las cuestiones de vivien­
da y urbanismo: ahí se establece una distribución de competen- 

— 22 —



cías, se ponen en condiciones para que se puedan dictar normas 
en materia de regulación urbanística; yo puedo asegurarle al 
Senado que si este Proyecto de Ley hubiera sido aprobado, la 
mayoría de los hechos de corrupción administrativa que han sido 
señalados en los más importantes Concejos Municipales de la 
República no hubieran tenido lugar. Desgraciadamente, fue una 
de tantas iniciativas que durmieron y que reposan todavía en las 
gavetas del Organo Legislativo del Poder Público.

Otras atribuciones son: cultura, educación, salud, asistencia 
social, en las cuales el Municipio solamente puede colaborar a la 
responsabilidad del Estado nacional, con la circunstancia de que 
no pocas veces, lo que antes dije que ocurría con las escuelas, 
ha ocurrido también con hospitales, comedores populares, en que 
las asignaciones eran súbitamente retiradas o disminuidas, en la 
convicción de que el Gobierno Nacional no podía dejar que estos 
institutos se cerraran y que tenía que afrontar una responsabili­
dad que inicialmente fue municipal. Quedan, pues, los abastos, 
los cementerios, los espectáculos, los institutos populares de 
crédito, de los cuales, según entiendo, hay uno solo en el país, 
y desde luego los que se creen ahora tienen que estar sujetos 
a la Ley sobre Bancos e Instituciones de Crédito. Y dice la Cons­
titución: “las materias propias de la vida local”, por lo cual la 
Ley tiene que hacer más clara la delimitación entre esas compe­
tencias concurrentes del Estado nacional, del Municipio y ,en 
algunos casos, del estado, para que puedan funcionar con eficacia 
y se puedan exigir las responsabilidades correspondientes.

EVALUACION DEL PROYECTO DE LEY

Yo quiero declarar que he estudiado el Proyecto cuyo 
artículo primero ha sido puesto en discusión y en general lo 
considero un buen proyecto, un buen trabajo. Sé que la gente 
que ha prestado su tiempo y sus preocupaciones para elaborarlo 
es gente que conoce la cuestión municipal y es competente. 
Creo, sin embargo, que no estaría de más una última revisión 
en el seno de una comisión de alto nivel, para que pueda anali­
zarse en unos cuantos aspectos que pueden tener realmente 
gran trascendencia, porque todo lo que se ponga en esta Ley. 
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si se va a cumplir, repercutirá considerablemente en la marcha 
del país, desde luego que volvemos a la definición constitucional 
de que el Municipio es unidad política primaria y autónoma, es 
decir, es el punto de partida del funcionamiento de la democra­
cia venezolana. Yo hubiera deseado, por ejemplo, y no sé si toda­
vía sería posible, el que se estableciera una diferencia más clara 
entre el Municipio urbano y el Municipio rural. Hay una diferen­
ciación en el Proyecto por razón de volumen de población, algu­
nos Concejos que corresponden a unidades municipales más po­
bladas tienen algunas características diferenciales; sin embargo, 
no sé si valdría la pena concebir un sistema especial para el 
Municipio rural. Y debo advertir algo que desde hace tiempo me 
preocupa: somos propensos por las estadísticas a atribuir al 
fenómeno de urbanización una significación distinta de la que 
tiene en realidad. Cuando decimos que en Venezuela el porcen­
taje de población urbana está en el orden de los 76 o del 80%, 
estamos diciendo una verdad a medias, porque llamamos pobla­
ción urbana la que habita núcleos poblados de más de 3.000 
habitantes.

Pero ¿cuánto de esa población que habita en núcleos de 
tres mil y de cinco mil y de ocho mil y de diez mil habitantes 
no puede definirse también como población rural, porque vive 
en el campo, porque trabaja en el campo, porque se ocupa del 
campo, porque conserva en gran parte las costumbres del campo? 
Algunos sociólogos he leído que dicen: las poblaciones "rur- 
urbanas”, es decir, mezcla de rurales y urbanas. La ciudad de 
Guanarito, en el Estado Portuguesa, evidentemente, de acuerdo 
con la clasificación estadística, corresponde a la clasificación 
de urbana; por su modo de vida, por su vinculación con el campo, 
por la dedicación de la inmensa mayoría de sus habitantes, tiene 
características de población rural; disfruta de las ventajas de 
vivir en una población mayor, con calles, con cine, con escuelas, 
con dispensarios, pero continúa vinculada fundamentalmente al 
campo. Si pudiera darse a este tipo de Municipios una estruc­
tura diferenciada, se abriría un camino interesante y creo que 
provechoso. Cuando se dice en la Constitución que los Mu­
nicipios pueden tener régimen diferente en virtud de las con­
diciones de población, de situación geográfica, desarrollo eco­
nómico u otros factores de importancia, yo creo que al usar 
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la expresión "geográfica” quiso hacer especialmente referencia 
a los Municipios rurales. No puede ser, evidentemente, el mismo 
Municipio el de una ciudad de dos millones y medio, de un millón 
o de quinientos mil habitantes, concentrados en un área estrecha, 
que el Municipio rural, ubicado en un área extensa, donde hay 
una cabecera con relativa población, que extiende su influencia 
a aldeas distantes pero que le están directamente relacionadas.

En algunas materias, por otra parte, me parece que el Pro­
yecto puede resultar muy reglamentario, muy prolijo. Entiendo la 
razón, es la que antes apuntaba, la preocupación de la corrupción 
administrativa; a veces parece que el legislador va imaginando 
situaciones a través de las cuales se puede abusar y sintiendo 
la necesidad de coartarlas. Ahora, no sé cómo puede funcionar 
verdaderamente un Municipio sujeto a veces a restricciones 
demasiado estrechas; por lo menos valdría la pena revisarlas. 
En esta materia de la corrupción en las Municipalidades, por 
cierto, hay abundante literatura, incluso se ha echado una res­
ponsabilidad que, en mi concepto, es en gran parte injusta, 
puede tener una parte de verdad, pero tiene una gran parte de 
injusticia, en relación a los partidos políticos que postulan can­
didatos para los Concejos Municipales y especialmente sobre 
los dos partidos que, por el hecho de haber copado casi la tota­
lidad de las posiciones municipales en el país, son puestos en la 
picota como los causantes de esta mayor responsabilidad. El 
fenómeno merecería una consideración más serena, pero por de 
pronto, para no abundar en ejemplos, me limitaría a citar dos 
casos, que se refieren precisamente a esos dos partidos que 
ocupan la gran mayoría de las posiciones en los Concejos Muni­
cipales. El Partido Social Cristiano Copei en el período constitu­
cional pasado llevó el Concejo Municipal del Distrito Sucre (uno 
de los más importantes y el que aparece como más conflictivo 
en la República), a un hombre de las condiciones humanas, cien­
tíficas, intelectuales y sociales, de Pastor Oropeza, a quien todos 
los integrantes del Cuerpo, por encima de sus diferencias parti­
distas, le encomendaron, hasta que razones de salud lo obligaron 
a separarse, la Presidencia de ese Cuerpo. No creo que haya nin­
guna voz en Venezuela que se atreva a levantarse para imputar 
a Pastor Oropeza la menor incorrección en el ejercicio de ese 
delicado cargo; y el Partido Acción Democrática, también en el 
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período pasado, llevó en sus planchas del Distrito Federal a un 
hombre de las condiciones humanas, científicas, intelectuales y 
sociales de Rafael Domínguez Siseo, que automáticamente obtuvo 
el apoyo de todas las fracciones para ocupar la Presidencia del 
Cuerpo y sobre cuya conducta no he escuchado, porque no creo 
que pueda haber nadie que ose formularla, ninguna especie de 
censura. Ahora, como decía antes, los factores de corrupción en 
muchos casos han predominado; la misma circunstancia de que 
un Concejo Municipal tenga sólo siete miembros hace que baste 
que cuatro se pongan de acuerdo para realizar operaciones que 
van contra el interés de la ciudadanía, destruyen las normas de 
zonificación y producen ganancias ilícitas. El solo hecho de 
aumentar, como se aumenta en el Proyecto, el número de los 
integrantes del Concejo, ya es un freno para la corrupción; habrá 
algunos pesimistas que digan que los sobornadores tendrán que 
gastar más dinero porque tendrán que comprar más gente. Yo no 
comparto este pesimismo, pero en todo caso, se hará más difícil 
en la práctica el hecho de corrupción, y si la ley establece que 
para modificar una zonificación haya que ocurrir a la Dirección 
de Urbanismo del Ministerio respectivo para que emita un pare­
cer, y haya que hacer público el propósito, a través de publica­
ciones en la prensa, para que los habitantes de la respectiva 
zona de la ciudad puedan exponer sus razones y sus argumentos, 
indudablemente que el freno aumenta, como aumentaría el freno, 
a mi entender, si el período municipal fuera más corto, porque 
la seguridad de cinco años en una curul edilicia constituye tam­
bién un factor que coadyuva a facilitar la corrupción.

Este Proyecto trae una figura muy interesante, la figura del 
Administrador Municipal. En el discurso que pronuncié con mo­
tivo de los quince años de la Constitución, señalé mi opinión de 
que deberían separarse las funciones deliberantes, normativas y 
de control que tienen los Concejos Municipales de las funciones 
propiamente de administración. Yo saludo como un aspecto posi­
tivo del Proyecto esta innovación. Creo, sin embargo, que todavía 
esa figura aparece imprecisa en algunos aspectos; no veo muy 
claro un Administrador Municipal designado por el Concejo que 
tenga la función de poner el Cúmplase a las ordenanzas y que 
pueda vetarlas, porque me parece que esto va más allá de su 
propia función. En todo caso, creo que vale la pena meditar un 
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poquito para definir, hasta donde sea posible, en la mejor forma, 
las atribuciones del Administrador Municipal.

Luego, encuentro un hecho muy positivo en el Capítulo 
sobre participación de la comunidad. Se da una entrada a una 
especie de democracia participativa, aunque sea parcial, a través 
de la obligatoriedad periódica del Cabildo abierto, a través del 
reconocimiento de las asociaciones o juntas de vecinos, que 
tienen una serie de funciones, de presencia, de vigilancia, de 
opinión, que pueden ser de una gran importancia.

ENTIDADES Y TERMINOLOGIA

Ahora, me preocupa mucho la Disposición Transitoria de 
carácter terminológico que hay en el Proyecto. Según el Proyecto 
—y en esto se trata de armonizar la ley con la Constitución— 
todos los actuales Distritos se llamarán Municipios, todos los 
actuales Municipios se llamarán Comunas, y yo, que soy de por 
allá de la provincia y que he recorrido el país, tengo constancia 
de las luchas históricas que cada pueblito ha librado y de cómo 
en cada discurso de circunstancias se recuerda la fecha en que 
se le elevó a Municipio y después la fecha en que llegó a Dis­
trito; no sé, dentro de la psicología general, cómo se aceptaría 
el que, de golpe y porrazo, por una decisión del Congreso, le dije­
ran que lo que tanto trabajo le costó para lograr ser Distrito, ahora 
se llama Municipio y lo que con tanta pompa habían celebrado 
al erigirse en Municipio, ahora se convierte en Comuna. Es verdad 
que la Constitución dice que el Municipio es la unidad política 
primaria y autónoma y que es la representación jurídica de la 
comunidad, pero también la Constitución dice que los Municipios 
podrán ser agrupados en Distritos; y esto lo digo para mantener 
el análisis de la situación existente y meditarla bien antes de 
dar un paso, aparentemente de pura formalidad lingüística, de 
pura formalidad terminológica, pero que puede herir profundos 
sentimientos. Además, me da la impresión de que hay una cues­
tión de fondo y más sustantiva; parecería como si al decir que 
los actuales Distritos se llamarán Municipios, se cae en llamar 
Municipio a toda sede donde haya un Concejo Municipal y no al 
revés; es decir, que la existencia del Concejo, que es el órgano, 
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determina la existencia del Municipio, que es el organismo, 
cuando, al revés, la corriente debería ser hacia que cada orga­
nismo municipal existente llegue a tener, salvo que haya fusiones 
y modificaciones, su propio organismo municipal; es decir, que 
debería ser la existencia del Municipio, del organismo, la que en 
el futuro, por lo menos como una orientación, determinara el 
órgano y no la existencia del Concejo, que es el órgano, la que 
defina el Municipio.

Yo sugeriría que las actuales Juntas Comunales existentes 
en aquellos 'Municipios que no son cabecera de Concejo Muni­
cipal se llamarán Juntas Municipales, para acabar esa expresión 
contradictoria de "Junta Comunal de un Municipio”, y que se 
previera en la ley la idea de la Comuna como una unidad muni­
cipal menor, que va a ser posiblemente muy necesaria, sobre 
todo en las grandes concentraciones urbanas, para darles vida y 
existencia a los organismos periféricos. Hay muchas urbanizacio­
nes, o áreas que comprenden diversas urbanizaciones, que po­
drían constituir una Comuna y el término se debería reservar para 
ellas, así como hay muchas aldeas o caseríos en el medio rural 
que pudieran llegar a constituir Comunas, como una unidad infe­
rior que sirva de expansión al Municipio. Esta es una cuestión 
que me parece importante y que creo valdría la pena revisar.

El Proyecto introduce un organismo nuevo, que es el Distrito 
Metropolitano y hasta, forzando un poco las funciones y límites 
del legislador, por Disposiciones Transitorias crea de una vez 
una serie de distritos metropolitanos; por ejemplo, Barcelona y 
Puerto La Cruz; por ejemplo, Acarigua y Araure; por ejemplo, 
Guarenas y Guatire; por ejemplo, los cinco Distritos del Tuy: 
Cúa, Charallave, Ocumare, Santa Teresa y Santa Lucía, formarán 
distritos metropolitanos por Disposición Transitoria de la Ley; 
y yo estoy dispuesto a cerrar los ojos ante el problema de si el 
Congreso tiene o no facultad para ello si se llega a la conclusión 
de que es, y posiblemente es, de necesidad urgente su creación. 
La integración del órgano que dirige a estos distritos metropoli­
tanos pudiera también discutirse y analizarse: hay allí lo que 
consideraría como una proposición, pero una proposición que 
puede ser revisada y analizada. Y en cuanto al nombre, sugeriría 
para el órgano el nombre de Cabildo Metropolitano, restable­
ciendo un vocablo de mucha tradición, de mucho significado. En 
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las Islas Canarias encontré, por ejemplo, que los órganos a nivel 
de municipio se llaman Ayuntamientos, como se llamaron aquí 
en la Colonia, y a nivel de cada Isla se llaman Cabildos, el Cabil­
do Insular, y a nivel de cada provincia (pues hay dos provincias, 
la de Tenerife y la de Las Palmas de la Gran Canaria) se llaman 
mancomunidades de cabildos.

También las mancomunidades merecen aquí una considera­
ción y la tienen. Podríamos ver si, incluso, se pudieran ampliar 
y hasta hacer necesaria su creación en algunos casos y en algu­
nas circunstancias. Nosotros creamos la Mancomunidad de la 
Policía Metropolitana aquí entre el Distrito Sucre y el Distrito 
Federal, después la Mancomunidad de Urbanismo y ahora se ha 
creado la de Aseo Urbano, pero evidentemente que esto también 
merece reposado análisis.

DURACION DEL PERIODO Y FORMAS DE ELECCION

Hay algunos puntos en los cuales el Partido Social Cristiano 
Copel ha manifestado expresamente su discrepancia y concreta­
mente hay dos: uno, en relación al período municipal, creemos 
muy largo el período de cinco años para los concejales. Yo su­
gerí en la oportunidad de los 15 años de la Constitución una futu­
ra enmienda constitucional que quizás algún día pueda conside­
rarse, para elevar el período constitucional a seis años para el 
Presidente de la República y para los senadores y hacer eleccio­
nes cada tres años para los diputados al Congreso, para los dipu­
tados a las Legislativas y para los concejales. El período de cinco 
años para los diputados en Venezuela creo que es el más largo 
(no tengo a la mano un estudio completo de legislación compa­
rada) o uno de los más largos en el mundo, y eso trae algunos 
inconvenientes: inevitablemente muchos de los señores dipu­
tados, al segundo, al tercer año de mandato descuidan sus obli­
gaciones parlamentarias, porque es cuando el período va termi­
nando, cuando se va planteando una nueva elección, cuando existe 
una motivación especial anímica para retomar —y a veces es 
difícil retomarlo cuando se han contraído otros hábitos— el 
ejercicio activo, puntual y diario de la tarea parlamentaria. En 
todo caso, el período de cinco años para los órganos municipales 
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nos parece largo; una vez se habló de períodos de dos años y 
medio para no multiplicar las elecciones sucesivas, especialmen­
te en algunas épocas en que se haría una elección presidencial, 
una elección municipal, luego otra elección, pero este período 
de dos años y medio tiene el problema de que se parte un año 
administrativo entre dos, aunque si hay un administrador muni­
cipal, la objeción se aminora; o también, establecer períodos 
alternativos de tres y de dos años, de manera que hubiera una 
elección intermedia en cada período quinquenal, en cada período 
constitucional. La Constitución prevé que es la ley la que debe 
fijar estos períodos.

También hemos sido partidarios de la elección popular de 
las juntas comunales, que según sugiero se podrían llamar juntas 
municipales, ya que hasta ahora son objeto de designación por 
los respectivos concejos municipales. Hemos sostenido las elec­
ciones separadas y en la Constitución y en la Ley hay una obli­
gación imperativa de hacerlo, porque el Colegio Electoral para 
los Municipios es distinto del Colegio Electoral para las autori­
dades nacionales, desde luego que son admitidos a votar los 
extranjeros con determinado número de años de residencia en 
el país. El Consejo Supremo Electoral está obligado a promover 
el Registro Electoral especial para estos extranjeros que deben 
votar para la elección de concejos municipales, aun cuando no 
tengan voto para las autoridades nacionales o de los estados.

Ahora, de todas maneras, quiero expresar —y estoy autori­
zado para ello por el Partido Social Cristiano COPEI— que prefe­
rimos que la Ley salga con las reservas que podamos tener a 
algunas de sus disposiciones, a que se quede diferida como ha 
estado diferida hasta ahora; que consideramos indispensable 
que esta Ley se promulgue para que entre en vigor a plenitud al 
iniciarse el próximo período constitucional. Deben cumplirse en 
las próximas elecciones las normas relativas a la integración 
de los cuerpos municipales, para que el pueblo pueda elegirlos 
y deben instalarse al comenzar el año de 1979.

Tenemos la idea de que esta es una ley experimental, que 
va a resolver muchos problemas pero que puede crear muchos 
otros, que se pueden plantear graves dificultades; por eso mismo, 
quizás, valdría la pena buscar seriamente cualquier fórmula, 
algún mecanismo, lo menos político posible, para que resuelva 
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las cuestiones que la misma aplicación de la Ley pueda generar; 
porque quiero insistir, honorables senadores, quiero insistir en 
que la materia sobre la que estamos legislando es de las más 
delicadas que han pasado por la rama legislativa del Poder Públi­
co y que la Ley que vamos a dictar, a los 17 años de vigencia de 
la Constitución, es una de las leyes más importantes que la Na­
ción está esperando y que ahora reclama con mayor ansiedad 
por todos los acontecimientos ocurridos, que no pueden circuns­
cribirse a un solo distrito de la República, sino que tienen una 
extensión mayor de la que podríamos imaginar.

Se ha dicho que el municipio es la universidad de la ciuda­
danía: hagamos, ciudadanos senadores, que esa universidad for­
me verdaderos ciudadanos para la democracia, para la República. 
Se ha dicho muchas veces que es una célula de los organismos 
nacionales: vamos a tratar, en todo cuanto de nosotros dependa, 
de que sea una célula sana, una célula vigorosa, cortemos toda 
posibilidad de que se convierta en una célula cancerosa que 
transmita un mal irremediable al organismo nacional.
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CONFERENCIA DICTADA POR EL DOCTOR RAFAEL CALDERA 
EN EL CONGRESO NACIONAL DE PARTICIPACION MUNICIPAL, 
PARQUE CENTRAL, CARACAS, 7 DE JUNIO DE 1980.

El día 3 de junio de 1979 obtuvo el Partido Socialcristiano 
COPEI un gran triunfo electoral al confiarle el voto del pueblo 
la responsabilidad de dirigir la inmensa mayoría de los Concejos 
Municipales de la República, pero esta palabra responsabilidad 
no es fortuita, porque también, como resultado de las elecciones 
municipales del 3 de junio, el Partido contrajo una responsabili­
dad muy grande, una de las mayores de su historia.

Para el momento de aquella elección, la institución muni­
cipal se encontraba en una situación muy crítica, quizás enfren­
taba en aquella ocasión el punto más alto del desprestigio y que 
sin duda se reflejaba sobre la propia imagen de la democracia 
venezolana, porque un análisis objetivo y realista indicaba que 
en materia municipal no se habían logrado resultados satisfac­
torios y que quizás era el Municipio uno de los puntos más vul­
nerables de la experiencia democrática iniciada en Venezuela el 
23 de enero de 1958.

En nuestra campaña electoral —como ha sido recordado 
varias veces— hicimos énfasis especialmente en tres puntos: 
la lucha contra la corrupción administrativa; el mejoramiento 
de los servicios públicos y la participación de la comunidad en 
la deliberación y en la decisión de los asuntos que le concierne. 
Al mismo tiempo, aquella elección era la primera elección sepa­
rada que para los concejos municipales se realizaba en el país 
a más de veinte años desde la iniciación de la nueva expe­
riencia democrática. Esto obliga y obligó a los partidos a ser 
más cuidadosos en la selección de sus candidaturas, a escoger 
nombres que estuvieran avalados por una acción, por una res­
ponsabilidad, por credenciales de honestidad y de servicio que 
pudieran atraer, en forma más decidida, el respaldo de los habi­
tantes de las distintas comunidades locales; y al mismo tiempo, 
al establecerse esta elección separada, se solemnizaba el com­
promiso formal de las organizaciones políticas de darle toda la 
importancia y toda la trascendencia a esta institución que la 

— 33 —



Constitución coloca en la base de la organización misma de la 
República de Venezuela.

Pero hay otra circunstancia que no debemos dejar pasar 
inadvertida: estos Concejos Municipales eran los que iban a 
comenzar a ejecutar la nueva Ley Orgánica de Régimen Muni­
cipal, prevista por la Constitución de la República y sancionada 
el 23 de enero de 1961, aunque tal vez por las dificultades de su 
contenido, por los problemas que su misma índole presentaba, 
había venido retrasándose hasta el punto de que significaba un 
gran vacío en la organización institucional. Lo que el constitu­
yente pensó del Municipio estaba pendiente de la adopción de 
esta Ley. A los nuevos Concejos, resultado de la primera elección 
separada cumplida en el país durante estos dos decenios de vida 
democrática, les correspondió aplicar una ley nueva en muchos 
aspectos y que como se indicó en el curso del debate, tiene en 
cierto modo carácter experimental. Ya nos correspondió decirlo 
cuando participamos en la discusión del Proyecto de Ley en el 
Senado de la República; ésta es una ley que va a ser objeto 
de una experimentación y es sólo la práctica, la experiencia, el 
ejercicio, el que irá indicando cuáles son las disposiciones que 
es necesario reformar, cuáles son los vacíos que es necesario 
llenar, y cuáles son los rumbos que es necesario rectificar. Esto 
nos sirve de norma que no debemos, en modo alguno, dejar a un 
lado cuando realizamos esta gran jornada de análisis de la vida 
municipal en el país en el primer año de este nuevo experimento.

Hay algo que es imposible dejar de señalar: la Ley Orgánica 
de Régimen Municipal, tiene en gran parte un sentido restric­
tivo —hasta podríamos decir punitivo—. El legislador actúa mo­
vido por el prejuicio de los abusos, de los excesos, del grado 
máximo de corrupción a que habían llegado muchas de las muni­
cipalidades de la República y hasta podríamos decir que obró 
bajo la presión de la opinión pública que reclamaba que pusiera 
vallas a los posibles excesos: que estableciera parámetros que 
impidieran el que los ediles se convirtieran en amos de las situa­
ciones que debían enfrentar movidos por tantas tentaciones como 
las hay en el país, en que los principios éticos han sufrido graves 
deterioros y en donde la riqueza fácil abunda en tentaciones, 
para que no pudieran dañar los intereses comunes en favor del 
enriquecimiento personal e ilícito; por eso muchos de nuestros 
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concejales han encontrado, en verdad, que la ley coarta inicia­
tivas, pone condiciones difíciles de cumplir, señala tareas y 
exigencias a veces complicadas, por eso se sienten un poco 
como castigados por la culpa de otros.

En muchas ocasiones recordamos esta observación que se 
nos hacía en la cátedra, cuando una parte de los alumnos 
falta sin motivo justificado, los maestros reprenden a los que 
han cumplido, y éstos reciben la reprimenda y a veces hasta el 
castigo, por una culpa que no han cometido, sino que lo han 
hecho otros. Los actuales Concejos Municipales están pagando 
las culpas de los Concejos Municipales viejos, y muchas veces 
en su deseo de administrar, de hacer, de emprender, se encuen­
tran con las trabas que el legislador se consideró obligado a 
establecer para que no se repitieran los vergonzosos hechos que 
se cumplieron en el país a través del antiguo régimen municipal.

Con el régimen anterior a esta ley había muchas facilidades 
para el abuso, para la corrupción, para la conducta inmoral, pero 
también les daba más facilidad a los Concejos presididos por la 
honestidad, orientados por el deseo de servir, para una acción 
que se sintiera de inmediato en la vida de la comunidad.

El análisis de la situación municipal sería incompleto si no se 
recogiera en alguna forma la experiencia del cumplimiento de la 
ley, y al fin y al cabo, creo que existe un compromiso moral por 
parte del Poder Legislativo de abocarse al conocimiento de esta 
experimentación para que ella pueda ser realmente favorable. Sin 
duda, dentro de las cosas nuevas e inconvenientes que trajo la 
nueva Ley Orgánica de Régimen Municipal fue el establecimiento 
de previsiones distintas de regímenes diferentes, de acuerdo a lo 
establecido por la Constitución, para los Concejos Municipales, 
para los distintos Municipios, en relación con su población, des­
arrollo económico, situación geográfica y con otros factores de 
importancia, tal como lo dice la Carta Fundamental. Esto, sin 
duda, corrige una absurda rigidez que daba el mismo número de 
concejales a un Distrito como el de Maracaibo o como el Distrito 
Sucre del Estado Miranda, con un millón o más de habitantes, 
que a un municipio rural, extenso y disperso, con una población 
muy restringida. A esto hizo referencia ayer en su importante 
discurso, el Presidente Encargado de COPEI, compañero Godofre- 
do González.
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Con el deseo de separar las funciones deliberantes de los 
órganos municipales de las funciones específicamente adminis­
trativas, se introdujo otra innovación. Se tomó como inspiración 
lo que se realiza en muchos municipios en países anglosajones 
y se creó la institución del Administrador Municipal.

En mi intervención en el Senado en relación al Proyecto 
de Ley, yo saludé con simpatía esta innovación, pero no dejé 
de expresar que sus funciones aparecen un tanto imprecisas en 
la propia Ley y que sin duda, esto causará problemas y dificul­
tades en la armonización indispensable en el Concejo Municipal 
y especialmente en su Mesa Directiva y entre la responsabilidad 
que se atribuye al Presidente del Cuerpo y las funciones que 
corresponden al Administrador Municipal. De una armonía fecun­
da, de una coordinación eficaz entre el Concejo Municipal, por 
una parte, y el Administrador Municipal, por la otra, depende el 
éxito de esta innovación; no sólo el éxito en sí de la institución 
del Administrador Municipal, sino algo mucho más importante 
y trascendente: la eficacia en el cumplimiento de los progra­
mas, la atención a las necesidades fundamentales, el cumpli­
miento de los compromisos y la satisfacción de los justos recla­
mos que en más de una ocasión plantea la propia comunidad. 
El que funcionen armónicamente con una delimitación acertada 
en los campos específicos y sobre todo, con una preocupación 
común de tener éxito en las labores, de moverse con eficacia, de 
administrar con prontitud y con buen rendimiento, entre la Mesa 
Directiva del Concejo Municipal y el Administrador Municipal, 
depende en gran parte el resultado final y el veredicto que me­
rezca la actuación de los Concejos Municipales en todo el ámbito 
en que dicha institución está prevista.

Al cumplirse un año de la elección de los nuevos Concejos, 
es oportuno el análisis de las realidades, la reiteración de los 
compromisos y la precisión de las guías que deben orientar a 
estos órganos fundamentales de la vida nacional y que constituye 
un compromiso fundamental, aquella responsabilidad de que al 
principio hablamos, contraída con el pueblo a través del proceso 
previo de campaña y del acto del sufragio en las elecciones 
municipales.

Es evidente que lo primero que estamos obligados a hacer 
los dirigentes copeyanos, cada vez que nos reunimos con nueS' 
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tros concejales en cualquier lugar de la República, en el ámbito 
nacional, es recordarles que de la gestión municipal depende en 
gran parte la confianza del pueblo en el Partido, la confianza del 
pueblo en sus propias instituciones.

Cada concejal tiene sobre sus hombros una tarea que no 
solamente va a repercutir muy profundamente en el aprecio que 
el pueblo tenga en la organización política que lo presentó ante 
el electorado. De allí la convocatoria de este Congreso y de la 
trascendental importancia que le atribuimos. Esta importancia 
atribuida es compartida en general por todos los asistentes, por 
todos los órganos partidistas y por la opinión pública en general. 
La asistencia plenaria de los titulares de la representación muni­
cipal en sus niveles más calificados de las distintas regiones de 
Venezuela, la asistencia de los miembros de la Dirección Nacio­
nal del Partido, y muy especialmente la del compañero Presidente 
de la República al Acto de Instalación de este Congreso, son 
muestras patentes de la trascendencia, de la significación, de la 
importancia que nosotros atribuimos a este acto.

Queremos que este Congreso no sea una jornada más, que 
no sea un acto de mera apariencia, o una ocasión para pronunciar 
discursos y para repetir afirmaciones más o menos sabidas, sino 
que constituya la oportunidad para un análisis realista y objetivo, 
por una parte; y por la otra, para la ratificación del optimismo 
que debemos tener en la posibilidad de cumplir un deber con­
traído con Venezuela y la confirmación del papel guiador que el 
pueblo le otorgó a COPEI en las últimas consultas electorales. 
Por ello tenemos que ver con claridad y exponer con sinceridad 
los problemas que los Concejos Municipales confrontan. A ese 
respecto, debería comenzar por insistir en la importancia que 
tiene el establecer buenos mecanismos de información, en dos 
direcciones: los Concejos deben estar al día en el conocimiento 
preciso de los problemas, de las aspiraciones, de las necesidades 
y de las opiniones de la comunidad, cuyo cuidado les ha sido 
confiado, pero al mismo tiempo, es necesario encontrar medios 
claros, ágiles, convincentes, para que la comunidad esté infor­
mada permanentemente acerca de los problemas que confronta 
cada organismo municipal; sólo así se puede establecer una 
mutua corriente, una mutua cooperación, una participación efec­
tiva para que el Concejo haga exactamente lo que conviene hacer 
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y al mismo tiempo, para que la comunidad espere y ayude. 
Espere en aquellos aspectos en los cuales no ha habido posibili­
dad material de atenderla y coopere, porque sin su cooperación 
todos los esfuerzos que se hagan serán frustrantes. Desde luego, 
todos estamos de acuerdo en que la primera necesidad del Con­
cejo Municipal no es que el Presidente ande en un automóvil de 
lujo o que tenga una parafernalia rumbosa que le dé mayor apa­
riencia y significación al organismo: no importa que el Presi­
dente del Concejo viaje en una modesta chatarra si lo que se 
iba a invertir en la adquisición de un vehículo de lujo se invierte 
en la satisfacción de una necesidad primaria, urgente y funda­
mental para la comunidad que atiende; pero debemos admitir y 
proclamar que un gasto razonable en información no constituye 
un lujo ni algo dispendioso, es de primera necesidad para llegar 
a crear conciencia de la comunidad, para que los problemas sean, 
no los de unos concejales encerrados en sus despachos, sino 
que sean los problemas de todo el pueblo que ellos representan. 
Hay que valerse de los medios de comunicación, que la tecno­
logía moderna y el desarrollo han puesto a su alcance.

Yo estoy entre los copeyanos, pudiéramos decir, más recla- 
mones, más exigentes. Me he impuesto como norma, cada vez 
que me encuentro con un compañero que tiene responsabilidades 
de gobierno a nivel municipal, de recordarle nuestros compromi­
sos, de hacerle ver que fueron muchas las expectativas que 
generamos, de hacerle sentir que en el país estamos viviendo 
una verdadera situación de emergencia, que no estamos en mo­
mentos tranquilos para una jornada de trabajo más o menos 
cómoda y para estar acechando los llamados puentes que se atra­
viesan entre los días de trabajo para irnos a descansar o acer­
carnos a cualquier lugar de reposo. Estoy entre los que tienen 
el convencimiento de que la población está impaciente, de que 
reclama, de que quiere realmente obras inmediatas que demues­
tren la buena voluntad que se les prometió a todo lo largo de la 
campaña que nos dio el triunfo electoral.

Por eso mismo, no debo dejar de reconocer que los proble­
mas y dificultades que nuestros Concejos Municipales han en­
contrado en su primer año de gestión, son muy grandes y difí­
ciles de resolver; quizás el más grave de todos es el de la buro­
cracia, que corre el peligro de convertirse en el cáncer de la 
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democracia. Los Concejos Municipales tienen hoy muchísimos 
—no muchos—, muchísimos más recursos de los que tenían 
hace diez años y sin embargo, a veces no tienen una modestí­
sima suma para atender una necesidad urgente; todo se va en 
los llamados gastos de mantenimiento y muchas veces, para 
sostener una burocracia ineficaz, displicente, negligente e irres­
ponsable, a la que el trabajo más grande es el de inculcarles la 
mística de servicio y el sentido del deber; de convencerlos que la 
primera forma de la corrupción es recibir del Estado o de los 
organismos públicos una remuneración más o menos cónsona 
y no retribuirla con el trabajo, con esfuerzo y con voluntad de 
servicio disciplinado para el bien de la comunidad.

Este problema que están afrontando actualmente los Con­
cejos Municipales va a requerir de decisiones y medios heroicos. 
Es necesario que el Partido sepa que es mucho más importante 
atender las necesidades urgentes de miles de vecinos, que llevar 
a cien compañeros más a una burocracia hipertrofiada. Este es­
fuerzo tenemos que hacerlo para convencer a todos que aunque 
sabemos que a las puertas de cada uno de nosotros tocan a diario 
personas amigas, compañeros llenos de méritos que quieren un 
trabajo o la oportunidad de un empleo para obtener una posibi­
lidad de vida más o menos cómoda, nosotros no nos podemos 
dejar llevar por la corriente de mantener más y más gente 
a ganar sueldos en los Concejos Municipales porque llegaremos 
al fin del período constitucional sin haber podido atender las 
necesidades más urgentes y así daremos pábulo a que nos pre­
gunten —como ya algunos han comenzado a susurrar por ahí— 
que en dónde están los reales.

Esto tenemos que verlo como un punto de partida y tenemos 
que reconocer, además, que hay contratos colectivos de trabajo 
que no son estímulo para el trabajo, sino para la vagancia remu­
nerada. Debemos de crear conciencia a este respecto y tenemos 
que entablar el diálogo con los dirigentes sindicales más califi­
cados del país para adoptar actitudes serias y severas.

Yo creo que estoy por encima de toda sospecha en cuanto 
a que pueda ser hostil a cualquier mejoramiento en la situación 
de los trabajadores; toda mi vida he apoyado y estoy dispuesto a 
apoyar el progreso que se realice en cualquier orden para favo­
recer a los trabajadores y para aumentar sus beneficios, pero creo 
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